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Asunto:  Comentarios proyecto de resolución regulación fijo - móvil
A continuación nos permitimos presentar los comentarios al proyecto de resolución por medio de la cual se regulan los precios de las llamadas fijo - móvil
1.  Regular la tarifa fijo – móvil es un primer paso.  Se requiere revisar la titularidad de las llamadas fijo móvil para garantizar una adecuada competencia entre operadores fijos y móviles.

Dentro de los considerandos del borrador de resolución, la CRT manifiesta que de conformidad con lo previsto en los decretos 741 de 1993 y 575 de 2002, es usuario móvil o PCS el que se sirve de una red de TMC o una red PCS, por lo que, de acuerdo con la reglamentación vigente, las llamadas originadas en una red móvil con destino a una red móvil, las llamadas originadas en la RTPC con destino a una red móvil, y las llamadas originadas en una red móvil con destino a la RTPC, son responsabilidad de los operadores móviles y corresponde a ellos determinar las tarifas aplicables a dichos servicios.

Al respecto, consideramos que no son solamente las normas de los decretos 741 de 1993 y 575 de 2002 las que han tratado el tema de la responsabilidad de las llamadas de fijo a móvil.

El análisis de la titularidad sobre el tráfico fijo a móvil no puede limitarse únicamente a las normas precedentes por cuanto vía reglamentaria y vía regulación han sido expedidas otras que le son aplicables a los operadores móviles y en concreto al tráfico fijo-móvil.

Tal y como fue expuesto en nuestros comentarios al documento de “Análisis del mercado de las comunicaciones originadas en la red fija y terminadas en la red móvil”, como consecuencia de la expedición del decreto 990 de 1998 el usuario de la red de TPBCL o TPBCLE, debe poder comunicarse con usuarios de la red móvil, sin que pierda la categoría de usuario fijo, y por ende cuando se origina la llamada en la red del operador fijo, quien debe asumir la responsabilidad en la prestación del servicio debería ser este, y por lo tanto, la interconexión con la red móvil generaría para este último el derecho de percibir un cargo de acceso.

A partir de lo anterior, es pertinente que la CRT tenga en cuenta que el decreto 990 de 1998 modifica tácitamente el decreto 741 de 1993 para reconocer que en las llamadas que se cursen por la red móvil, el usuario fijo no pierde su calidad.

Una de las consecuencias de lo anterior, es que la CRT debería iniciar un análisis regulatorio para que en las llamadas de fijo a móvil se haga efectiva la interconexión entre los operadores, definiendo el cargo de acceso que los operadores fijos reconocerían a los operadores móviles por el uso de sus redes.

Adicionalmente, se requiere que la CRT en su condición de máximo garante de la libre competencia en los mercados de servicios de telecomunicaciones, verifique la incidencia y afectación en el mercado que ha tenido y aún tiene la forma como ha sido aplicada la norma del artículo 4 del decreto 741.

Ahora,  sin perjuicio de las consideraciones antes expuestas sobre la modificación tácita del decreto 741 de 1993, es importante tener en cuenta que desde una aproximación estricta a las funciones esenciales de la CRT
, ésta debe evaluar el mérito y la pertinencia de las normas legales, reglamentarias y regulatorias frente a la realidad de los mercados en las que son aplicadas.  En ese sentido, cabe solicitar a la CRT que más allá de constatar que el artículo 4 del decreto 741 de 1993 establece que se considera usuario móvil aquel que se sirve de una red móvil, debería verificar si dicha norma se ajusta a las condiciones actuales de los mercados en donde los operadores móviles compiten con los operadores fijos. Se trata de constatar la pertinencia de dicha norma a la luz de las condiciones de la competencia, y como resultado de ello formular las recomendaciones para que se adopten los correctivos del caso. 

Si el objetivo del proyecto de “Análisis del mercado de las comunicaciones originadas en la red fija y terminadas en la red móvil, era el de estudiar el comportamiento de los mercados donde concurren los servicios móviles y en especial, el comportamiento de las tarifas de las llamadas de fijo a móvil; no se explica como en dicho análisis no se tiene en cuenta que en esos mercados en donde concurren los servicios móviles, existen desequilibrios que favorecen la posición monopólica de los operadores móviles en el tráfico fijo-móvil. Desequilibrios que se derivan, entre otras razones, de lo dispuesto en el artículo 4 del decreto 741.

Las realidades del mercado que dice haber constatado la CRT, tienen que ver con: “ la existencia de un mercado de las llamadas de la red fija a la red móvil, sobre el cual es necesario sentar los lineamientos principales para su regulación de acuerdo con las condiciones de competencia existentes en el mismo”.

Esas condiciones de competencia a las que hace referencia la CRT demuestran que lo dispuesto en el artículo 4 del decreto 741 de 1993 va en contravía de la libre competencia porque como se ha dicho en varias oportunidades, favorece una posición monopólica de los operadores móviles.

La CRT en el borrador de resolución objeto de estos comentarios afirma: “  se evidenció que el mercado relevante para las llamadas de fijo a móvil, es la terminación de comunicaciones en cada red móvil existente en el territorio nacional, en consecuencia, se advierte que cada operador móvil tiene poder monopólico sobre  estas llamadas”.

Así entonces, la CRT debería formular una propuesta regulatoria integral que permita corregir la inadecuada interpretación de las normas de telecomunicaciones frente a la realidad de los mercados en las que se aplican, interpretación que está afectando gravemente el adecuado desarrollo de la competencia, que la CRT debe promover.

Lo anterior es así a la luz de lo dispuesto por el artículo 37 del decreto 1130 de 1999, por el cual se reestructuró el sector de las telecomunicaciones: 

Funciones de la Comisión de Regulación de Telecomunicaciones. Las siguientes funciones conferidas a la Comisión de Regulación de Telecomunicaciones por la Ley 142 de 1994 y el Decreto 2167 de 1992, o atribuidas al Ministerio de Comunicaciones por normas anteriores al presente Decreto, serán ejercidas por dicha Comisión:

1. Promover y regular la libre competencia para la prestación de los servicios de telecomunicaciones, regular los monopolios cuando la competencia no sea de hecho posible, y prevenir conductas desleales y prácticas comerciales restrictivas, mediante regulaciones de carácter general o medidas particulares, pudiendo proponer reglas de comportamiento diferenciales según la posición de las empresas en el mercado, de conformidad con la ley (subrayas fuera de texto).
(…)

3. Expedir toda la regulación de carácter general y particular en las materias relacionadas con el régimen de competencia; el régimen tarifario; el régimen de interconexión; el régimen de protección al usuario; los parámetros de calidad de los servicios; criterios de eficiencia e indicadores de control de resultados; y las inherentes a la resolución de conflictos entre operadores y comercializadores de redes y servicios (subrayas fuera de texto).

A partir de lo dispuesto en los anteriores numerales, y principalmente del primero de ellos, si la CRT reconoce en el documento objeto de estos comentarios que: “  se evidenció que el mercado relevante para las llamadas de fijo a móvil, es la terminación de comunicaciones en cada red móvil existente en el territorio nacional, en consecuencia, se advierte que cada operador móvil tiene poder monopólico”,  no corresponde a la CRT regularlos, para promover la libre y leal competencia?. Una vez más la respuesta sin duda alguna es afirmativa a la luz del decreto 1130 de 1999. 

Ahora, cuál es la regulación que se requiere?. 

Si de lo que se trata es de regular el poder monopólico de los móviles en el mercado relevante de las llamadas de fijo a móvil (tal como lo afirma la CRT), la regulación de topes tarifarios corrige las fallas del mercado existente por dicho poder monopólico?.  Si los operadores móviles llegaren a tener un régimen regulado para las tarifas de fijo a móvil y persiste la ventaja anticompetitiva derivada del artículo 4 del decreto 741 de 1993, se esta promoviendo la libre competencia?.

En nuestro sentir, la respuesta es negativa, el poder monopólico de los móviles persiste aún con un regimen regulado de las tarifas. El hecho de que actualmente los operadores móviles lo ejerzan por medio de las tarifas no significa que no puedan acudir a otros mecanismos para seguir desplazando a los operadores fijos por las vías de las prácticas restrictivas de la competencia y el abuso de la posición dominante.  Algunos de esos comportamientos podrían tener que ver con acuerdos o concertaciones entre operadores considerando sus efectos adversos sobre la competencia en el mercado, ya sea para fijar precios, empaquetamientos, trato discriminatorio, y todo otro tipo de práctica comercial predatoria. 

El hecho de que se mantenga el monopolio de los operadores móviles sobre el tráfico fijo-móvil (a partir de lo dispuesto en el artículo 4 del Decreto 741 de 1993), puede afectar seriamente el desarrollo de una competencia justa y equilibrada entre operadores fijos y móviles.  Así por ejemplo, mientras que el operador móvil tienen total control sobre las llamadas que ofrecen a sus usuarios, los operadores fijos no lo tienen.  Estos sólo controlan las llamadas que se efectúan dentro de su red, que hoy es menos del 30% del total de las líneas telefónicas fijas y móviles del país.   
Por consiguiente, resultan limitados varios aspectos de la prestación del servicio que el operador móvil puede aprovechar para desestimular el consumo de llamadas desde un fijo a un móvil, pues  como ya se ha dicho, controla un servicio que es prestado al usuario fijo, no directamente por el, sino por el operador de TPBCL a través de su interconexión con el operador móvil.
Algunas de las formas como podría el operador móvil desestimular el consumo de las llamadas de fijo a móvil, en ejercicio del poder monopólico que le confiere el artículo 4 del decreto 741, pueden ser:
- A través de las tarifas como ya ha sido ampliamente ilustrado durante todo este proceso regulatorio. 

- Haciendo más precarias y limitadas las opciones de ofertas que puedan efectuar los operadores fijos a sus usuarios, pues éstos no puede empaquetar servicios de forma competitiva que incluyan llamadas hacia teléfonos fijos y móviles. Los operadores móviles si tienen todas las opciones de hacerlo. 

- A través de una inadecuada atención y respuesta de quejas y reclamos, que repercutiría en la imagen del operador de TPBCL frente a sus usuarios fijos.

- Por medio de ausencia o fallas en el suministro claro y oportuno a los usuarios del operador fijo sobre las diferentes condiciones de prestación del servicio. 

Esto en parte se explica, porque si los operadores móviles tienen el control total sobre las llamadas que los usuarios fijos pueden efectuar al  70% del total de líneas telefónicas del país, los operadores de TPBCL están claramente en una desventaja competitiva. El operador móvil cuenta con la capacidad de abusar del poder de mercado que tiene para excluir del mismo a los operadores fijos. 
De esta forma, los usuarios fijos  que tienen tarifas y condiciones de servicios inadecuados, van a preferir convertirse en usuarios de servicios móviles. 

Así entonces, le corresponde a la CRT evitar cualquier comportamiento que impida, obstruya o restrinja la libertad económica. Así mismo debe evitar y controlar cualquier abuso que los operadores hagan de su posición dominante en los mercados en los que intervienen.

El régimen de competencia tiene que ver con el establecimiento de las normas que faciliten la concurrencia en el mercado de quienes prestan servicios de telecomunicaciones. Concurrencia que tiene como principio de base que todos lo puedan hacer en igualdad de condiciones regulatorias cuando actúen en los mismos mercados y en condiciones similares.

Para el caso de los mercados en los que intervienen los operadores fijos y los móviles, es evidente que el artículo 4 del decreto 741 de 1993 les confiere a los segundos el monopolio sobre todas las llamadas en los que ellos intervienen, dando lugar a un tratamiento asimétrico que vulnera el derecho a la libre competencia de los operadores fijos a concurrir en el mercado en igualdad de condiciones con los operadores móviles. 

La misma CRT reconoce que los operadores móviles ostentan poder de mercado sobre el tráfico fijo – móvil, al manifestar que: “ (...) De tal manera que el operador fijo pueda participar en su determinación, lo que permitiría, como en otros países, nivelar el poder de mercado de los móviles en la definición de dichas tarifas”.

En conclusión, el mercado requiere de forma perentoria un análisis regulatorio de la pertinencia de mantener la interpretación y aplicación del artículo 4 del decreto 741 de 1993, y de su correspondencia con las normas generales de interconexión. Se requiere que la CRT aplique una regulación para la interconexión entre los operadores fijos y los móviles.

Además, es inaplazable que la CRT ejerza efectivamente las competencias que le han sido conferidas y le permiten no solamente regular tarifas por medio del establecimiento de topes tarifarios o de cargos de terminación, sino también la regulación de la interconexión que debe poder aplicarse cuando se trate de comunicaciones de fijo a móvil.

2. Deber de información de las tarifas aplicables.

En uno de los considerandos del borrador de resolución se hace referencia al derecho a conocer las condiciones del servicio. En efecto, la CRT ha expresado:

“Que los usuarios de servicios de comunicaciones tanto móviles como fijos, tienen derecho a conocer las condiciones bajo las cuales las empresas se obligan a prestar el servicio que se contrata, una de las cuales, corresponde al precio del servicio que se presta, por lo que, corresponde a los operadores mantener informados a los suscriptores y/o usuarios respecto de la tarifa que los mismos deben pagar cuando se trate de llamadas de fijo a móvil”

No obstante lo anterior, en la parte resolutiva (artículo 7.1.19 del proyecto) solo se incluye la obligación de divulgar las tarifas por parte de los operadores para con sus suscriptores, y en adición está generando la obligación de que se suscriba un contrato entre el usuario fijo con los operadores móviles, cuando ese aspecto fue ya definido por el decreto 990 de 1998, en el sentido de que suscriptor es el que tiene un terminal móvil y es usuario fijo el que hace la llamada desde la RTPBC
.
Así lo establece el citado artículo del proyecto:

“Artículo 7.1.19. Divulgación de tarifas.  Los suscriptores o usuarios deben conocer previamente las tarifas que se aplicarán a los servicios de telecomunicaciones de que harán uso.  En consecuencia, no se pueden cobrar tarifas fijadas con posterioridad a la fecha de prestación del servicio correspondiente.

Los operadores de servicios móviles de telecomunicaciones, deberán informar a sus suscriptores, de manera expresa, la tarifa de las llamadas de fijo a móvil al momento de suscripción del correspondiente contrato.”

De esta forma, dadas las actuales condiciones de titularidad del servicio y las interpretaciones respecto a quien ostenta la calidad de usuario de las llamadas fijo- móvil, la fórmula para el artículo 7.1.19 no es una solución comprehensiva, por cuanto el elevado nivel de las tarifas de las llamadas fijo móvil afecta al usuario fijo quien no tiene una relación contractual con el operador móvil y sin embargo tiene el mismo derecho de conocer las condiciones del servicio. 

En consecuencia, se sugiere que los operadores de servicios móviles de telecomunicaciones, deberán informar a sus suscriptores y usuarios la tarifa de las llamadas.  

3.  Inconveniencia del cobro adicional del cargo de transporte por el uso de la Red Local Extendida.
En relación con la parte resolutiva del borrador de resolución y concretamente sobre el artículo 5.8.2. relativo al tope tarifario para las llamadas de fijo a móvil, consideramos que no debe hacerse referencia a cobros adicionales por concepto de cargo de transporte (en el caso de TPBCLE y TMR) como valor adicional al tope establecido en la resolución, y que adicionalmente los operadores de TPBCLE o TMR deban discriminar los cargos de transporte en la correspondiente factura.
Lo anterior, por cuanto el cargo de acceso y uso tanto de las redes locales como las redes de TPBCLE y TMR, se constituye en un costo para el operador responsable del servicio (como cualquier otro de los costos comprendidos dentro de la llamada fijo a móvil), sea este el operador móvil, como afirma la CRT o el operador  fijo, como lo aducen algunos operadores de telefonía fija.  Por lo tanto, no tiene sentido que en el caso particular de las llamadas fijo móvil se discrimine en la factura este o cualquier otro costo.  Así por ejemplo, no tendría sentido que en la factura al usurario se discriminara el valor del costo de  la facturación.  Por el contrario, el valor de la tarifa al  usuario debe incluir todos los costos en los cuales incurre el operador, incluyendo el valor de los cargos de acceso y uso de las redes de TPBCLE y TMR.   
Lo dispuesto en el artículo 5.8.2, resulta ser una medida discriminatoria con los operadores de estos servicios, y claramente perjudica a los usuarios de las regiones atendidos por estos operadores quienes van a tener unas tarifas más altas que el resto de las ciudades. 

Adicionalmente, lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5.8.2., generaría una mayor carga operativa resultante de la tasación y facturación, por cuanto en muchos casos no necesariamente coinciden los ciclos de facturación entre los operadores fijos y móviles, y generaría confusión para los clientes, aumentando la atención de reclamos por tener que explicar al cliente que en la llamada a un móvil se utilizó la red local extendida, sumado a que Telecom tasa en minuto real y la tarifa móvil se tasa en minutos redondeados.  Además se afectará la percepción de los abonados por cuanto pueden interpretar que el alto valor de la llamada es debida a los costos de quienes prestan servicios de TPBCLE.
Por lo anterior, sugerimos que dada la inconveniencia de fijar una tarifa no integral, sugerimos que en vez de los $356 por minuto se incluya de una vez a la fórmula el valor del cargo por transporte, ponderado por el tráfico, lo que arrojaría un valor de $400.

Otro hecho preocupante es que las llamadas originadas fuera de la capital del Departamento, generadas muy seguramente por la población de menores ingresos tendrían que sufragar tarifas 30% superiores a las de la población de las ciudades. Es importante recordar que en el actual esquema la tarifa es integral e igual a nivel nacional.
4. Sobre el precio tope definido por la CRT.

En relación con los valores que han sido tenidos en cuenta por la CRT para llegar al tope tarifario de $ 356 por minuto y  respecto de la formula para el cálculo del tope tarifario, dejamos a su consideración los siguientes comentarios:
Al adoptar la fórmula propuesta, la CRT está acentuando las asimetrías regulatorias, pues está evitando realizar un análisis de costos de componentes de la red, tarea que sí se realizó para las redes de telefonía local y local extendida mediante el modelo de costos de redes fijas – MCRF V 2.0 y los complementos que se están contratando este año. Consideramos que el fijar el precio en $356 por minuto en las llamadas fijo – móvil es una buena medida temporal mientras se contrata el respectivo modelo de costos.

En sí misma, la fórmula de la Comisión contempla los principales rubros de costo: Los cargos de acceso de la red fija, los cargos de uso de la red móvil -valorados mediante el cargo de terminación de larga distancia internacional- y los costos de facturación. En el cálculo hay una ligera inconsistencia porque 368/13 no es igual a $38, es igual a $28, por lo que el resultado final no es $356 sino $350.

Los costos que la CRT denomina Cf – valor por minuto por concepto de facturación- son realmente mas altos. Estimamos que este concepto podría subir de $34 a $44, haciendo que el valor final por minuto sea de $386.
Frente a este punto, consideramos útil tener en cuenta lo mencionado por Viasús
 (2005) según el cual, el esquema actual de tarifas de fijo a móvil no reguladas, mas la libre negociación de cargos de terminación de cargos de terminación móvil off-net entre los operadores, está afectando los beneficios que pueden obtener los operadores fijos y móviles, y la propuesta de la CRT no es la más apropiada porque afecta el bienestar de los consumidores. 

El estudio afirma que la forma eficiente de establecer los cargos de acceso en un mercado en competencia consiste en maximizar el excedente de los consumidores sujeto a la restricción presupuestal de la firma. Se pregunta si los consumidores  fijos y móviles se beneficiarán, con respecto a la tarifa de fijo a móvil igual a costos, al establecer una tarifa de fijo a móvil con un margen por encima de costos, y en caso afirmativo, cuáles son los criterios que se deben seguir para establecer dicho margen.

Este margen se puede fijar en virtud del efecto de externalidad de red, que se define como “el incremento en los beneficios de los suscriptores existentes, fijos y móviles, que se causa cuando un nuevo suscriptor es adicionado a la red de comunicaciones (fija y móvil)”. El mencionado efecto ocurre pues el análisis considera que los usuarios de la red fija van a recibir beneficios dado el mayor número de suscriptores móviles puesto que tendrán un mayor número de personas a quien llamar. 

En consecuencia, prosigue el autor, fijar este margen por encima de costos aumenta la utilidad de los usuarios móviles, y esto hace que se incremente el número de usuarios móviles, lo que a su vez aumenta la utilidad de los usuarios fijos. “En general – sostiene el documento- cuando el número de suscriptores móviles es sensible a las tarifas móviles (suscripción y precios por minuto), es óptimo establecer la tarifa de fijo a móvil en un margen por encima de costos”. 

Además del efecto de externalidad de red, hay que considerar los efectos de la sustitución parcial entre las llamadas de fijo a fijo y de fijo a móvil. Las tarifas de las llamadas desde y hacia el sector móvil afectan la demanda propia y también la de otros servicios, especialmente las de larga distancia nacional. 

Lo anterior puede ocurrir porque (1) los usuarios están suscritos al mismo tiempo a la red fija y la móvil, por lo que en estos casos las llamadas de fijo a fijo y de fijo a móvil son sustitutos, presentando una elasticidad cruzada positiva, por lo que la reducción en la tarifa de fijo a móvil reduce la demanda del servicio de fijo a fijo. En tal situación es óptimo establecer la tarifa de fijo a móvil con un margen por encima de costos para estimular la demanda de servicios de larga distancia nacional en el segmento fijo a fijo. 

En el caso (2), el estudio supone que el aumento en la tarifa de fijo a móvil a niveles de monopolio permite a los operadores móviles establecer tarifas mas bajas por sus servicios de móvil a móvil, y este subsidio causa que algunos suscriptores fijos abandonen su línea y se pasen al sector móvil, realizando todas sus llamadas desde teléfonos móviles, causando una reducción en la demanda del sector fijo y afectando sus ganancias. El autor estimó que mantener una tarifa fijo a móvil no regulada causa entre otros, una disminución de la demanda de fijo a móvil, y una contracción del beneficio de los usuarios fijos por hacer llamadas a móviles.

Por lo expuesto en estos dos casos, regular la tarifa de fijo a móvil aumenta el tráfico con claros beneficios para el sector fijo; aumenta la demanda de fijo a fijo  al eliminar el subsidio de las tarifas de móvil a móvil, y aumenta el número de suscriptores fijos, todo ello sin disminuir el número de usuarios móviles ni la demanda de móvil a móvil gracias a que el margen de externalidades que se fija es de eficiencia, y también por el beneficio que adquieren por las llamadas que reciben desde los móviles; y elimina la sustitución de fijo a móvil.

El que la propuesta incluya un ajuste por externalidades de red y un ajuste adicional por tener en cuenta el efecto de las elasticidades cruzadas para maximizar el excedente de los consumidores en su conjunto no implica que la tarifa de fijo a móvil deba desregularse o fijarse en niveles monopólicos.

Mediante un sistema de ecuaciones y simplificaciones, el autor ha estimado que el valor del minuto fijo a móvil debe disminuir desde su nivel actual hasta $425 y luego alcanzar un valor de $390 a través de un periodo de transición de 18 meses.

5. La obligación de la facturación detallada debería ser del operador responsable del servicio. 

Con la modificación propuesta al artículo 7.2.1 del proyecto, erróneamente se está considerando a los operadores de TPBCLD y TPBCLE como los responsables por la facturación de las llamadas TMC, Trunking y PCS (no sólo de las llamadas fijo-móvil, sino incluso de toda llamada móvil).  La obligación de facturación detallada debe recaer en el operador responsable del servicio, independientemente de los acuerdos a los que este tenga que llegar para realizar dicha facturación.  

Esperamos que estos comentarios sean tenidos en cuenta por parte de la CRT.
Cordialmente

Original firmado por
NATALIA GUERRA CAICEDO

Gerente de Asuntos Regulatorios

Copia:
  Secretaría General
� Artículo 37 del decreto 1130 de 1999:





16. Prestar asesoría técnica al Gobierno Nacional y al Ministerio de Comunicaciones para el ejercicio de su respectiva competencia en el área de telecomunicaciones.


17. Preparar proyectos de planes, normas y programas sectoriales y recomendar su actualización, ajuste o modificación.


18. Presentar al Gobierno Nacional, proyectos sobre planes o normas técnicas nacionales de conmutación, transmisión, enrutamiento, tarificación, señalización, numeración, sincronización y demás procedentes para promover la competencia y garantizar el interfuncionamiento de las redes de telecomunicaciones y su compatibilidad a nivel interno y en conexión con el exterior, según las normas y recomendaciones de la Unión Internacional de Comunicaciones, UIT y administrar dichos planes y normas técnicas.





� Decreto 990 de 1998.


Suscriptor. Persona natural o jurídica que ha celebrado un contrato para la prestación del servicio de Telefonía Móvil Celular con un operador de este servicio.


Usuario fijo. Usuario o suscriptor del servicio de Telefonía Pública Básica Conmutada, TPBC, que origina una comunicación con destino a una red de Telefonía Móvil Celular.





� Raúl Viasus. Análisis y recomendaciones para la regulación de la tarifa de fijo a móvil en Colombia. Julio de 2005.
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